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Se declara abierta la sesión a las 15.00 horas. 

  Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del 

artículo 19 de la Convención (continuación) 

  Segundo informe periódico de Kirguistán (continuación) (CAT/C/KGZ/2) 

1. Por invitación del Presidente, la delegación de Kirguistán toma asiento a la mesa 

del Comité. 

2. El Sr. Khaldarov (Kirguistán) dice que el artículo 305-1 del Código Penal, que fue 

objeto de una revisión exhaustiva en 2012, está en plena conformidad con el artículo 1 de la 

Convención contra la Tortura. Ese mismo artículo menciona específicamente la 

discriminación como un posible factor de motivación para este tipo de delitos. El Código, 

que databa de 2003, antes de ser modificado contenía en efecto disposiciones incompatibles 

con la Convención. La participación de personas que no son funcionarios públicos en actos 

de tortura y otros delitos se aborda en el marco del artículo 30 del Código. Se ha 

establecido un comité para preparar nuevos proyectos de enmienda al Código Penal y al 

Código de Procedimiento Penal a fin de ponerlos en plena conformidad con las normas 

internacionales. 

3. En virtud de las enmiendas introducidas en el Código de Procedimiento Penal 

de 2012, los acuerdos de reconciliación entre las partes ya no influyen en los 

procedimientos judiciales penales por delitos, incluida la tortura, tipificados en los 

artículos 303 a 315 del Código, ni se pueden imponer condenas condicionales a las 

personas declaradas culpables de tales delitos. Anteriormente, muchas de esas causas 

penales se desestimaban cuando las partes llegaban a un entendimiento mutuo. Desde 2012, 

los delitos de trata tipificados en el artículo 305-1 se han clasificado como graves o muy 

graves y las sanciones que se imponen a los autores, incluidos los funcionarios públicos, 

corresponden a esos grados de gravedad. La Constitución y el Código de Procedimiento 

Penal excluyen expresamente el uso como prueba de las confesiones obtenidas bajo tortura. 

El artículo 81 del Código estipula que las decisiones judiciales basadas enteramente en 

pruebas obtenidas en contravención de las disposiciones del Código son ilegales. 

4. Con el fin de detectar violaciones de la ley por parte de funcionarios públicos, la 

Fiscalía General realiza periódicamente inspecciones sin aviso previo a las comisarías de 

policía, las cárceles y todos los demás lugares de detención, entre ellos los administrados 

por el ejército. La labor de la Oficina incluye visitas a las oficinas del personal, entrevistas 

con el público, el seguimiento de las denuncias, la realización de exámenes médicos para 

detectar indicios de malos tratos y el control del número de exámenes médicos efectuados a 

los sospechosos en el momento de la detención. La misión de la Oficina es dar una 

respuesta inmediata a las denuncias de tortura y realizar investigaciones exhaustivas al 

respecto. Cuando se determina que se ha cometido un delito, la Oficina inicia un 

procedimiento penal. La Oficina supervisa los procedimientos penales suspendidos o 

desestimados para garantizar que tales decisiones se hayan adoptado de conformidad con la 

ley. Coopera con organizaciones no gubernamentales (ONG) de derechos humanos, 

organiza actividades conjuntas y está trabajando para adoptar nuevas medidas destinadas 

prevenir la tortura y eliminar sus causas. 

5. Algunos miembros del Comité han sugerido que en el Estado parte no se han 

investigado muchas denuncias de tortura. Solo se realizan investigaciones penales cuando 

se considera que las denuncias están suficientemente fundamentadas. El nuevo mecanismo 

nacional de prevención, que se ha puesto en funcionamiento recientemente, es un órgano 

independiente con un consejo de coordinación integrado en particular por el Defensor del 

Pueblo, 2 miembros del Parlamento y 8 defensores de los derechos humanos. Otro 

mecanismo independiente para controlar el uso de la tortura es un memorando de 
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cooperación en materia de defensa de los derechos humanos firmado por el Defensor del 

Pueblo, la Fiscalía General, los Ministerios del Interior, de Salud y de Justicia, el servicio 

penitenciario y una docena de ONG. 

6. En cuanto al caso de Azimjan Askarov, dice que los fiscales han investigado sus 

denuncias de que fue torturado durante el interrogatorio. Su condena no se ha basado 

exclusivamente en su confesión. Los tribunales han determinado que sus denuncias de 

tortura eran infundadas. A pesar de que se han desestimado varios recursos, entre ellos uno 

al Tribunal Supremo, la Fiscalía General está examinando el caso una vez más. Si tras el 

examen se establece que hay argumentos en su favor, el caso se remitirá al Tribunal 

Supremo para que revise su condena. 

7. El Sr. Abdyrahmanov (Kirguistán) dice que tras las amplias reformas introducidas 

durante los dos últimos años en el sistema de justicia este es actualmente más fuerte e 

independiente y está libre de injerencias de otros poderes del Estado. En virtud de la 

legislación aprobada en 2010, todos los jueces deben presentar de nuevo una solicitud para 

acceder a sus puestos mediante un proceso de selección competitivo. El sistema de justicia 

es ahora más transparente gracias a una serie de decretos del Gobierno y a un memorando 

conjunto emitido por el Tribunal Supremo y el Colegio de Abogados, en el que los 

profesionales del derecho en su conjunto se comprometen a promover una mayor apertura, 

un acceso fácil a los documentos jurídicos y una mayor confianza del público en las 

instituciones jurídicas del país. 

8. Se ha creado un sitio web (http://www.sot.kg) para facilitar el acceso a las 

decisiones judiciales y otros documentos jurídicos. El creciente uso de las grabaciones en 

vídeo y audio de las actuaciones judiciales contribuye a la objetividad de los tribunales y de 

sus procedimientos así como a la rendición de cuentas al respecto. El nuevo sitio web del 

Tribunal Supremo (http://jogorku.sot.kg) proporciona información detallada sobre la labor 

de los tribunales y los progresos logrados en la reforma del sistema de justicia. Pronto será 

posible que las personas físicas y jurídicas presenten denuncias en línea.  

9. Los jueces del Tribunal Supremo pueden ser relevados de sus funciones por una 

mayoría de dos tercios del Parlamento previa recomendación del Presidente de Kirguistán y 

de la Junta de Jueces. Los jueces de los tribunales locales pueden ser destituidos por orden 

del Presidente previa recomendación de la Junta de Jueces. Ningún juez puede ser 

destituido de su cargo sin una recomendación previa de la Junta de Jueces. Los jueces y 

otros profesionales del derecho siguen cursos de formación continua para ampliar sus 

conocimientos. La calumnia no es un delito penal en el Estado parte; sin embargo, las 

víctimas pueden solicitar una indemnización con arreglo al derecho civil. A principios 

de 2012 se estableció un comité de reforma del sector de la justicia para elaborar enmiendas 

legislativas con el fin de poner toda la legislación nacional en plena conformidad con las 

normas internacionales. Se habrá ultimado un proyecto de ley para someterlo al examen del 

Parlamento en 2014. 

10. Una denuncia presentada por Tatiana Tomina, según la cual ella, Ulugbek Usmanov 

y sus abogados fueron amenazados por desconocidos fuera del Tribunal Supremo, no ha 

sido objeto de seguimiento por las autoridades porque la Sra. Tomina no ha fundamentado 

las alegaciones. Los tribunales han rechazado por razones de procedimiento una petición de 

Dildor Baimurzaev de que se investiguen denuncias de tortura. Por otra parte, denuncias 

similares presentadas por Farrukh Gapirov, han dado lugar a una investigación penal 

porque el Sr. Gapirov ha seguido los procedimientos correctos. Sin embargo, este caso se 

ha desestimado porque el Sr. Gapirov no ha podido identificar a los presuntos delincuentes. 

Se han cerrado los procedimientos penales contra agentes de policía acusados de haber 

participado en la muerte de Tashkenbai Moidunov durante su detención porque las partes 

han llegado a un acuerdo por el cual la madre del Sr. Moidunov ha recibido una 

compensación económica. La hermana de Khaidakhan Jumabaev, que murió durante su 
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detención, ha solicitado una indemnización al Ministerio de Hacienda. Sin embargo, su 

caso no se ha llevado ante los tribunales porque ha abandonado el país. 

11. El Sr. Abdylakimov (Kirguistán) reconoce que la mayoría de las víctimas de la 

tortura, en particular durante los disturbios que se produjeron en el sur del país en 2010, han 

sido personas de origen uzbeko y dice que actualmente se está haciendo todo lo posible 

para rectificar esta situación. Estos eventos están siendo investigados por unidades 

especiales para descubrir los peores delitos. 

12. De conformidad con la ley, no es posible mantener detenidas a las personas durante 

más de 48 horas. En ese período deben ser acusadas y enjuiciadas o ser puestas en libertad. 

Les asiste el derecho a ser informadas de los motivos de su detención y el derecho a tener 

acceso sin trabas a la asistencia letrada, visitas de familiares y un examen médico. En virtud 

de las enmiendas que se ha previsto introducir en la ley, las confesiones y otras pruebas 

obtenidas sin la presencia de un abogado no serán admisibles en los tribunales. 

13. Existen pocos centros de detención preventiva y de detención de corta duración en 

las cuatro provincias del sur y se ha previsto construir nuevos centros de detención en las 

provincias de Jalal-Abad, Batken y Talas. En las cárceles se prestan servicios de atención 

médica de conformidad con las disposiciones del Protocolo de Estambul. El Ministerio de 

Salud ha emitido un decreto relativo a la formación sobre el Protocolo de los especialistas 

de salud. Se realizan exámenes médicos completos a las personas que han alegado que han 

sido torturadas. En virtud de las modificaciones previstas de la legislación, la censura de la 

correspondencia de los detenidos será ilegal. 

14. Desde 2011, la Fiscalía General ha investigado de forma más activa las denuncias de 

tortura y las víctimas están ahora más dispuestas a presentar denuncias a la Fiscalía. No 

obstante, en los primeros ocho meses de 2013, el número de denuncias ha disminuido lo 

que indica que los esfuerzos del Estado parte por combatir la tortura están dando sus frutos. 

El número de causas judiciales por actos de tortura ha disminuido desde 2011. En muchos 

casos, la Fiscalía no ha podido presentar una causa judicial debido a un error del 

demandante al fundamentar las denuncias de tortura.  

15. En cuanto al caso de Zulhumor Tohtonazarova, acusada de robo, dice que su 

denuncia de tortura estaba mecanografiada en kirguís. Sin embargo, la denunciante no 

habla ese idioma ni sabe mecanografiar. Por otra parte, un examen médico no ha revelado 

ningún indicio de malos tratos. Posteriormente, confesó su culpabilidad y ha sido 

condenada. La alegación de que estaba embarazada cuando fue detenida también ha 

resultado ser falsa. 

16. El caso relativo Bektemir Akunov se ha cerrado porque la investigación forense no 

ha podido confirmar las alegaciones de que el Sr. Akunov sufrió daños físicos durante un 

interrogatorio policial y ha determinado que sus lesiones se las podría haber infligido un 

compañero de celda. En cuanto al caso Usmonyhon Kholmirzaev, relativo a la muerte del 

Sr. Kholmirzaev cuando estaba detenido, está pendiente una decisión judicial. Los cuatro 

oficiales de policía acusados en este caso han sido despedidos. De conformidad con la ley 

pertinente, las denuncias de tortura son tramitadas exclusivamente por la Fiscalía General y 

no se transmiten al cuerpo contra el cual se presentó la denuncia. 

17. El Sr. Djumashev (Kirguistán) dice que es cierto que las condiciones en los centros 

de detención distan mucho de ser idóneas. Sin embargo, el Estado se ha comprometido a 

mejorarlas, como demuestran los siguientes datos: las asignaciones presupuestarias para la 

mejora de las condiciones en los centros de detención temporal han aumentado 

sustancialmente en 2013; se ha ejecutado un proyecto para vigilar las condiciones en esos 

centros y en los centros de detención preventiva con la asistencia de organizaciones 

internacionales; y todos los centros de detención temporal han sido dotados de cámaras de 

vídeo automáticas que pueden grabar de forma continua durante períodos que oscilan entre 
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uno y seis meses, lo que resulta un medio eficaz de disuasión de malos tratos y torturas. Por 

otra parte, en 2012, se firmó un memorando de cooperación entre instituciones del Estado y 

organizaciones de derechos humanos que autoriza a las personas consignadas en ese texto a 

realizar inspecciones sin previo aviso. Por consiguiente, a pesar de los numerosos 

problemas que existen, se están realizando constantes mejoras de las condiciones de 

detención. 

18. En cuanto a las preocupaciones expresadas por los miembros del Comité por el 

elevado número de muertes durante la detención, el orador facilita estadísticas sobre el 

número de muertes y sus causas durante los últimos años, incluido el número de casos en 

que se han incoado procedimientos penales. En los primeros 10 meses de 2013 se 

produjeron 50 muertes durante la detención: 45 por enfermedad, 3 por envenenamiento y 2 

por suicidio. Se han iniciado procedimientos penales en los 2 casos de suicidio. En 2011, 

101 oficiales de la milicia fueron objeto de un procedimiento disciplinario y en 2012 la 

cifra se elevó a 127. Se ha despedido a funcionarios del Ministerio del Interior que tras ser 

objeto de acciones penales fueron declarados culpables.  

19. En cuanto a los esfuerzos para combatir la violencia doméstica, se ha aprobado un 

plan del Ministerio del Interior con el fin de cumplir los requisitos de la Ley de Protección 

Social y Jurídica contra la Violencia Doméstica y se han creado centros de acogida para 

mujeres en todo el país. En los primeros 10 meses de 2013 se han notificado 2.162 

incidentes de violencia doméstica. Además, se registraron 2 casos de abuso infantil 

en 2012, y se han notificado 3 en 2013. Se ha puesto en marcha un programa de 

información y sensibilización sobre la protección de los derechos del niño, pero aún queda 

mucho por hacer en ese ámbito. 

20. La Sra. Iskakova (Kirguistán) dice que en el Parlamento está en curso de examen 

un proyecto de ley para el establecimiento de la Oficina del Defensor del Pueblo de 

conformidad con los Principios de París. Las disposiciones constitucionales prevén el 

derecho de las víctimas de la tortura a recibir una indemnización, pero todavía no se han 

establecido los mecanismos para hacerlo efectivo. 

21. En cuanto a la cuestión de si Kirguistán prevé hacer la declaración en virtud del 

artículo 22 de la Convención, la oradora explica que su país ha asumido muchas 

obligaciones tras su adhesión a varios tratados internacionales importantes y su 

participación en el proceso del examen periódico universal; obligaciones que se esfuerza 

por cumplir. Por este motivo, la decisión de reconocer la competencia del Comité para 

recibir y examinar comunicaciones de personas todavía está en estudio. 

22. Kirguistán se ha adherido a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados 

de 1996 y desde su adhesión ha concedido el estatuto de refugiado a más de 20.000 

personas. La Ley de Refugiados regula todas las decisiones de conceder o denegar ese 

estatuto y sus disposiciones están en conformidad con los requisitos del derecho 

internacional de refugiados. El Gobierno ha previsto renovar varios hospitales psiquiátricos 

regionales, a pesar de las limitaciones presupuestarias, y ha recibido fondos del Banco 

Mundial para la construcción de hospitales en tres regiones del sur del país.  

23. El Sr. Tugushi (Relator para el país) dice que, a pesar de que en las leyes y los 

reglamentos nacionales se reconocen los derechos y las garantías fundamentales, el Comité 

ha recibido numerosas denuncias de que el Gobierno no los respeta. Pregunta qué medidas 

se ha previsto adoptar para remediar esta situación y garantizar que las investigaciones se 

lleven a cabo de conformidad con la ley y para que la Fiscalía General siga siendo una 

institución pública independiente. 

24. El orador desea saber si los médicos forenses reciben periódicamente formación y si 

la adhesión al Protocolo de Estambul es obligatoria y forma parte integrante de la 

formación. Pregunta qué medidas prácticas se están adoptando para garantizar la 
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independencia de los médicos forenses y si el Gobierno prevé garantizar que se tengan en 

cuenta los resultados de los exámenes forenses en los procedimientos penales. 

25. El orador desea saber, mediante indicadores tangibles, qué medidas se están 

adoptando para hacer frente a la corrupción y a la falta de profesionalidad prevalente en 

todo el sistema de administración de justicia. Pregunta si se investigan todos los casos de 

muerte durante la detención y si se ha previsto construir nuevas cárceles. Desea saber 

también cuántos oficiales de policía han sido enjuiciados y condenados en 2012 y 2013 tras 

ser acusados de tortura o malos tratos y cuándo se prevé que entre en funcionamiento el 

mecanismo nacional de prevención.  

26. Según informaciones recibidas, las personas lesbianas, gays, bisexuales y 

transgénero (LGBT) y los trabajadores sexuales, especialmente los que pertenecen a 

minorías étnicas, suelen ser sometidos a intimidaciones y malos tratos por la policía y los 

fiscales. ¿Qué medidas se han previsto adoptar para hacer frente a este problema? El orador 

desea saber si la decisión de internar a una persona en una institución mental está sujeta a 

revisión judicial y pregunta en qué situación se encuentra el hospital psiquiátrico 

Chym-Korgon, habida cuenta de los informes sobre las condiciones deplorables que allí 

existen y de las recomendaciones de que debe ser cerrado. Por último, desea saber si se ha 

avanzado en el establecimiento del sistema de atención de salud mental basado en la 

comunidad y si se han asignado recursos financieros con miras a su aplicación efectiva. 

27. La Sra. Gaer (Relatora para el país) dice que al parecer hay contradicciones 

significativas entre la información presentada en el segundo informe periódico y las 

respuestas facilitadas al Comité, y también entre esa información y las alegaciones que el 

Comité ha recibido de ONG y de otras organizaciones internacionales. Aunque el informe 

expone una serie de objetivos admirables, está claro que, en general, es preciso prestar 

mayor atención a la investigación de las pruebas presentadas por los denunciantes. La 

oradora pregunta de nuevo si se aplica un plazo de prescripción al delito de tortura.  

28. En cuanto al caso de Azimjan Askaraov, defensor de los derechos humanos uzbeko 

conocido en Kirguistán y cuya labor se ha centrado en denunciar los abusos policiales, la 

oradora enumera los muchos abusos a los que presuntamente ha sido sometido. Entre ellos: 

malos tratos cuando estaba bajo custodia policial en represalia por su labor en defensa de 

los derechos humanos; tortura y confesión forzada; denegación de tratamiento médico para 

las secuelas de la tortura, con la complicidad de oficiales de la policía y de la fiscalía; y 

represalias contra él y sus abogados antes del juicio y en el curso de este. A pesar de la 

gravedad de tales alegaciones, el Sr. Askaraov se encuentra actualmente cumpliendo una 

sentencia de cadena perpetua. Sin embargo, cualquiera de esas alegaciones podría 

considerarse motivo para examinar las pruebas, cambiar el veredicto o investigar a los 

diversos funcionarios gubernamentales implicados. La oradora pide que se explique porqué 

razón el Tribunal Supremo ha desestimado varias apelaciones en esta causa. La delegación 

debería indicar qué medidas se han adoptado para establecer o crear un mecanismo 

encargado de examinar todos los casos relacionados con los acontecimientos que se 

produjeron en junio en Kirguistán y si se ha concedido una indemnización, 

independientemente de su origen étnico, a las víctimas de errores judiciales.  

29. La oradora pregunta si se ha pagado una indemnización en el caso Moidunov, 

cuántos oficiales de policía han sido investigados, enjuiciados y sancionados en el caso 

Gapirov, y porqué las denuncias de tortura han sido desestimadas por los tribunales en el 

caso Khaidarov, a pesar de los numerosos testigos del hecho. Desea saber si algunos de los 

autores en el caso Akunov han sido investigados, enjuiciados y sancionados por actos de 

tortura y qué decisiones se han adoptado en el caso Amanbaev. También pregunta si alguno 

de los agentes de policía recientemente declarados culpables de abuso de autoridad ha sido 

condenado a una pena de prisión y qué medidas se han adoptado para abordar los 14 casos 

de tortura presentados ante el Comité de Derechos Humanos. 
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30. En cuanto a las denuncias por faltas de conducta de la policía, solicita información 

adicional sobre los informes de que agentes de la policía se dirigen habitualmente a 

miembros de la comunidad LGBT y los someten a actos de violencia. ¿Se han adoptado 

medidas para facilitar el proceso de denuncias contra la policía, en particular en el caso de 

las denuncias presentadas por uzbekos? La oradora pregunta si las 157 personas declaradas 

culpables de secuestro de novias han sido enjuiciadas y castigadas, si se han impuesto 

multas como pena por esos delitos, si se ha enjuiciado también a los cómplices de los 

autores y si se ha pagado una indemnización a las víctimas. 

31. En cuanto a los centros de detención temporal, desea saber qué medidas se han 

adoptado para abordar los tratos y las condiciones inhumanos y degradantes que sufren los 

presos y si algún funcionario de prisiones ha sido enjuiciado por negligencia. La oradora 

pregunta si se han desplegado esfuerzos para asegurar la independencia del poder judicial y 

establecer un proceso más transparente para la selección de jueces y magistrados. La 

oradora pide información adicional sobre la investigación del caso de los cuatro ciudadanos 

uzbekos que fueron devueltos a Uzbekistán, en agosto de 2006 y pregunta si se han 

aplicado salvaguardias para garantizar que no sean sometidos a torturas o malos tratos tras 

su regreso. Por último, desea saber si se han desplegado esfuerzos para difundir 

ampliamente las recientes directivas sobre la detección, prevención y sanción de la tortura 

entre los funcionarios públicos y el público en general. 

32. El Sr. Mariño Menéndez pregunta si el Estado acepta oficialmente el estatuto de 

los extranjeros reconocidos como solicitantes de asilo por la Oficina del Alto Comisionado 

de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) en Kirguistán. ¿Cuál sería la 

situación de esas personas si el ACNUR decidiera retirar su protección? En cuanto a la 

cuestión de los retornos forzosos, desea saber si la responsabilidad de la emisión de órdenes 

de expulsión incumbe a las autoridades judiciales o a las administrativas y si se ha 

establecido algún mecanismo de vigilancia para garantizar que los retornos se lleven a cabo 

de conformidad con las disposiciones de la Convención. 

33. La Sra. Sveaass pide a la delegación que aclare cómo se investigan y documentan 

los casos de tortura. Desea saber qué medidas se han adoptado para mejorar las condiciones 

en las unidades psiquiátricas de niños y de personas de edad y si se ha establecido un 

mecanismo de denuncia para permitir que los niños puedan denunciar malos tratos. ¿Qué 

medidas se han adoptado para evitar que los niños sean víctimas de la violencia sexual o del 

castigo corporal en el hogar y en las escuelas?  

34. La Sra. Belmir pide a la delegación que explique qué formación reciben los jueces 

para que puedan examinar los casos de tortura de forma más eficaz y garantizar que las 

víctimas tengan mayor acceso a la justicia. 

35. El Sr. Bruni pregunta qué medidas se han adoptado para asegurar que las celdas de 

las cárceles cumplan las normas mínimas internacionales.  

36. El Sr. Domah pregunta qué medidas se han adoptado para incluir en el Código 

Penal una definición de tortura que abarque todas las disposiciones contenidas en el 

artículo 1 de la Convención, en particular con referencia a terceras personas. 

37. El Presidente observa que a menudo la tortura no se detecta. El Gobierno debe 

garantizar que se apliquen las salvaguardias adecuadas para prevenir la tortura en todos los 

entornos. 

38. La Sra. Gaer pregunta qué medidas se han adoptado para mejorar el proceso de 

investigación preliminar de los actos de tortura y para proteger de las represalias a los 

abogados que representan a las víctimas de la tortura, en particular los uzbekos. ¿Cuántos 

casos de violencia contra abogados han sido investigados, enjuiciados y castigados? 
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39. El Sr. Khaldarov (Kirguistán) dice que las enmiendas legislativas se han 

introducido en un esfuerzo por fortalecer la respuesta nacional a la tortura y los malos 

tratos, pero la aplicación de facto de esas leyes sigue planteando problemas. Ha resultado 

difícil llevar ante la justicia a los autores de torturas o malos tratos y el número de 

denuncias por tortura en comparación con el número de procesos por esos delitos sigue 

siendo desproporcionadamente elevado. El Gobierno reconoce las deficiencias existentes en 

el sistema jurídico y se han adoptado numerosas medidas para abordar esta cuestión. Sin 

embargo, los jueces siguen estando libres de injerencias y pueden dictar las sanciones que 

estimen conveniente por actos de tortura y malos tratos.  

40. El Gobierno es consciente de las deficiencias del mecanismo de denuncias contra la 

policía y de la falta confianza en las autoridades del público en general. Sin embargo, es 

preciso tener en cuenta que no todos los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

recurren a los malos tratos o a la tortura en el ejercicio de sus funciones y la mayoría 

trabajan por el bien de la sociedad. Las directivas relativas a la detección, prevención y 

sanción de la tortura se han difundido ampliamente, en particular al público en general y a 

los medios de comunicación, a fin de contrarrestar las opiniones y comportamientos 

negativos; además, en las comisarías y los centros de detención se han instalado equipos de 

grabación en vídeo como protección adicional contra la tortura.  

41. En cuanto a las muertes en prisión, el orador confirma que todos los casos se 

investigan detenidamente y se realiza un examen forense para establecer la causa de la 

muerte. Si se demuestra de forma clara que la muerte se ha producido como consecuencia 

de torturas o malos tratos, se inician procedimientos penales.  

42. Los tribunales nacionales que examinan el caso Azimjan Askaraov lo han declarado 

culpable de los cargos que se le imputan. El Gobierno ha iniciado un examen de los hechos 

para determinar si se han producido irregularidades en el juicio, pero es importante tener en 

cuenta que su condición de defensor de la población uzbeka no le exime de responsabilidad 

penal si se le declara culpable. 

43. El Sr. Djumashev (Kirguistán) dice que anteriormente ya se habían iniciado 

procedimientos penales en casos de muertes en prisión, pero solo cuando se presentaban 

pruebas manifiestas de tortura o malos tratos. En cuanto a la supuesta violencia policial 

contra la comunidad LGBT, el Gobierno se ha esforzado por investigar todos los casos, 

pero las ONG que representan a las víctimas no han estado dispuestas a dar a conocer los 

nombres de las personas afectadas ni detalles de las agresiones, de modo que no ha podido 

adoptarse ninguna otra medida.  

44. En cuanto al caso de Khairullo Amanbaev, numerosos testigos, entre ellos un 

nacional uzbeko, han indicado que le vieron caer desde una ventana del segundo piso 

cuando intentaba huir durante una reunión con su abogado. Esos casos no son habituales en 

Kirguistán y en el Departamento de Seguridad Interna no conserva información sobre esas 

cuestiones.  

45. En cuanto a la cuestión del tamaño de las celdas de las cárceles, el Gobierno es 

consciente del informe del Defensor del Pueblo Nacional, que indica que algunos centros 

de detención solo prevén 1 m
2
 por detenido. Por consiguiente, se han proporcionado 

recursos adicionales a las cárceles en un esfuerzo por resolver el problema.  

46. El Gobierno reconoce que muchos niños del país son víctimas de la violencia y 

reciben castigos corporales y se han adoptado medidas para establecer penas más rigurosas 

por estos delitos. Todas las escuelas organizan cursos de formación para docentes sobre la 

lucha contra la violencia y el castigo corporal, y se realizan inspecciones escolares 

periódicas para garantizar que se cumplan las normas apropiadas para el bienestar de los 

niños. 
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47. El Sr. Abdyrahmanov (Kirguistán) dice que el Consejo de Selección de los Jueces 

que se encarga del nombramiento de los jueces es una junta colegiada independiente 

integrada por 24 miembros, entre ellos magistrados en funciones y representantes de la 

mayoría parlamentaria y de la oposición. Una vez nombrados, los jueces están libres de 

injerencias y examina los casos de tortura exactamente de la misma manera que cualquier 

otra causa penal.  

48. En cuanto a la agresión contra la abogada Tatiana Tomina, los tribunales están 

obligados a garantizar el orden durante los procedimientos judiciales pero no pueden 

garantizar la protección de los abogados fuera de la sala. La Sra. Tomina ha decidido 

finalmente no presentar una denuncia sobre la presunta agresión y ha solicitado que se 

cierre la causa penal. 

49. En cuanto al caso de Tashkenbai Moidunov, las autoridades judiciales no han 

podido identificar al autor del delito, pero se ha llegado a un acuerdo fuera del tribunal. La 

hermana del fallecido también ha solicitado una indemnización a través de los tribunales 

civiles, pero posteriormente ha decidido no proseguir la causa. 

50. El Sr. Djumashev (Kirguistán) dice que todos los reclusos deben someterse a un 

examen médico a su llegada a la prisión, y los médicos que realizan los exámenes deben 

completar un informe médico independiente. El Ministerio de Salud ha establecido 

recientemente cursos de formación obligatorios sobre el Protocolo de Estambul para todos 

los profesionales de la medicina y las pruebas médicas independientes se tienen en cuenta 

en los procedimientos judiciales. 

51. La Fiscalía General puede iniciar un procedimiento penal en casos de tortura, 

incluso en ausencia de una denuncia y se realizan inspecciones periódicas en todos los 

centros de detención para evaluar si cumplen las normas apropiadas. No se dispone de datos 

sobre el número de agentes de policía que han sido condenados por torturas, aunque hay 

informes sobre agentes de policía condenados en primera instancia que fueron absueltos por 

el tribunal de apelación. En el caso Bektemir Akunov, un oficial de policía ha sido 

declarado culpable de su muerte y condenado a tres años de prisión. 

52. El Presidente agradece las respuestas de la delegación y expresa la esperanza de 

que se tengan debidamente en cuenta las observaciones finales del Comité. De ser 

pertinente, pueden someterse a la consideración del Comité respuestas escritas adicionales. 

53. El Sr. Khaldarov (Kirguistán) agradece las observaciones y recomendaciones del 

Comité. Su Gobierno reconoce los grandes desafíos que afronta Kirguistán y mantiene su 

compromiso de mejorar la situación de los derechos humanos para todos los ciudadanos. 

Se levanta la sesión a las 18.05 horas. 


